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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señora Representante Margarita Percovich. 


MIEMBROS: Señores Representantes Fernando Araújo, Jorge Barrera, Gustavo Borsari Brenna, Alejo 
Fernández Chaves, Jorge Orrico, Diana Saravia Olmos y Elizabeth Villalba. 


INVITADOS: Por la Asociación de Escribanos del Uruguay, señores escribanos Ana Olano, Presidenta de 
la Asociación de Escribanos del Uruguay; Carmelo Curbelo, Director del Registro de 
Automotores; Christian Magariños, Presidente de la Asociación de Concesionarios de 
Marcas de Automotores (ASCOMA) y Jorge West, Secretario. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).- La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración da la bienvenida a una delegación integrada por la escribana Ana Olano, Presidenta de 
la Asociación de Escribanos del Uruguay; el escribano Carmelo Curbelo Soria, Director del Registro 
de Automotores y los señores Christian Magariños y Jorge West, por la Asociación de Concesionarios 
de Marcas de Automotores, ASCOMA. 


SEÑOR CURBELO.- Queremos destacar la importancia de este proyecto de ley a los efectos de que 
constituya una ley aclaratoria o modificativa del artículo 25 de la Ley de Registros N” 16.871. Esto 
tiene la siguiente explicación. Creemos que es uno de los tantos aspectos que deberían retocarse de la 
Ley de Registros, que tuvo la virtud de haber institucionalizado una organización registral nueva muy 
importante en nuestro país, pero desde el punto de vista de la redacción hay algunos aspectos, como 
este que nos ocupa hoy, que nos dejan interrogantes y que han ocasionado problemas prácticos, a los 
que seguramente se referirán los representantes de ASCOMA. 


Quiero destacar que la modificación que se propone tiene que ver con una particularidad de Uruguay en el 
contexto jurídico internacional, que es la existencia en nuestro país de un concepto muy amplio del embargo 
genérico. Creo que es bueno destacar que en casi todos los países del mundo -por no decir en todos- no existe 
el embargo genérico, por lo menos en el contexto que tiene en Uruguay. Nuestro país ha destinado un 
registro, o una oficina nacional a los efectos de inscribir los embargos genéricos. Asimismo, ha ido 
estableciendo un alcance cada vez más amplio de ese embargo, en contraposición a lo que ocurre en la mayor 


parte de los países, en donde, aun en aquellos que lo admiten, la inscripción se realiza en los registros de la 
propiedad. Esto es así porque ese registro es el que, al llegarle la comunicación de la existencia de un 
embargo genérico, de derechos y acciones, por sí mismo hace la búsqueda de los bienes que tiene esa persona 
embargada, y esa inscripción va a referirse exclusivamente a esos bienes concretos. 


En cambio, lo que existe en nuestro país desde hace muchos años es un registro nacional donde se registran 
todas las inscripciones de los actos judiciales que tienen relación con las personas jurídicas o físicas. Lo que 
se ha discutido mucho en doctrina -y se sigue discutiendo- es el alcance de esa inscripción. No hay ninguna 
duda de que esa inscripción de embargo genérico alcanza a los bienes inmuebles, y ahora no hay duda de que 
alcanza también a los automotores, porque el Código General del Proceso así lo dispuso expresamente. Pero 
el problema está en el alcance del término automotor: cuándo un automotor es considerado como tal por la 
ley y cuándo, entonces, un embargo genérico lo está alcanzando. 


La gravedad de la situación se va a plantear después. Aclaro que yo me voy a atener estrictamente al aspecto 
técnico. El alcance que se le va a dar, a mi juicio -aquí vienen las interpretaciones personales- está en el 
entorno de la interpretación del artículo 25 de la Ley de Registro, que es la que establece o enumera los actos 
inscribibles en el registro de automotores, entre los cuales está el embargo específico, pero al cual, en virtud 
de la interpretación que se haga del acápite, le va a alcanzar o no el embargo genérico a que hace referencia 
el artículo correspondiente del Código General del Proceso. Y digo que este acápite interesa porque este 
artículo dice que se inscriben en este registro los actos relativos a vehículos automotores con aptitud registral. 


Personalmente -la Asociación de Escribanos ha avalado esta posición en reiterados informes-, hemos 
entendido que esta aptitud se atiene, exclusivamente, a los vehículos que es posible registrar. ¿Y cuáles son? 
Solamente aquellos que tienen un empadronamiento municipal porque el registro es de base padronímica, es 
decir, en función del padrón o de la matrícula registral, esto es, del número que le ha asignado la oficina 
técnica, que es la municipal. Esta es una interpretación, y es la que hemos realizado en la Asociación de 
Escribanos. 


Pero, lamentablemente, no ha sido la interpretación unánime, a tal punto que algunos bancos, especialmente 
oficiales, consideran que alcanza a todos los automotores. El alcance que le da, por ejemplo, la interpretación 
del Banco República -que consideramos equivocada-, lleva a que estén comprendidos los que aún están en 
venta en las casas de venta de automotores, es decir, del importador o del concesionario. La consecuencia 
práctica de esto es que hay una enorme cantidad de vehículos que están circulando, han sido enajenados y 
empadronados y que, de acuerdo a ese criterio, estarían alcanzados por el embargo de aquellas empresas 
importadoras o concesionarias, que las hay en este momento. Actualmente, los actuales propietarios de esos 
vehículos se encuentran con la gran dificultad que van a explicar los otros compañeros de la delegación. 


En resumen, lo que pretendemos es un artículo modificativo del artículo 25 o una ley interpretativa de ese 
artículo para que, efectivamente, se entienda que el alcance del concepto de aptitud registral está referido 
exclusivamente a aquellos vehículos que han sido empadronados. ¿Y esto por qué? Porque solamente el 
empadronamiento municipal es lo que le da al vehículo la posibilidad de cumplir con su función específica, 
que es circular por las calles y transportar cosas y personas. 


Me gustaría que los representantes de ASCOMA explicaran los aspectos prácticos de esta problemática. 


SEÑOR MAGARIÑOS.- Antes de referirme a los casos prácticos -que los señores Diputados van a 
entender rápidamente porque, seguramente, en algún momento, habrán escuchado que a algún amigo 
o pariente le ha pasado algún caso similar-, quiero decir que estamos trabajando en esto desde hace 
muchísimo tiempo. Cuando el doctor Antonio Mercader se desempeñaba como Ministro de Educación 
y Cultura, conjuntamente con la Dirección General de Registros habíamos llegado -con el acuerdo en 
ese momento de la Asociación de Escribanos, el nuestro y el de la Dirección de Automotores-, a generar 
un proyecto de ley que después, con el alejamiento del Ministro y, posteriormente, del Director General 
de Registros, quedó en una carpeta. 


Pero es importante manifestar que todos los que actuamos en este sector tenemos un acuerdo en cuanto a las 
modificaciones de carácter técnico que muy bien explicó el escribano Curbelo. En la práctica y en la cancha 
lo que pasa es que cuando un ciudadano adquiere un vehículo cero kilómetro para su uso propio, lo primero 
que hace para poder circular, obviamente, es empadronarlo, y el registro le confiere el mismo padrón que le 


dio la Intendencia en el acto de registración. Quiere decir que aquello que es una cosa se convierte en algo 
con aptitud registral el día que es empadronado. ¿Qué pasa en la realidad? Una persona compra un auto y 
muchas veces no lo titula porque en este país no existe obligatoriedad de titular. Nadie puede obligar a otro a 
hacer un título -consejo a favor o en contra del escribano actuante. Sabemos que hay escribanos que dicen: 
"Como es primera compra, no saques el título; después, cuando lo vendas, hacés el título directo y te evitas 
un gasto". 


Sin entrar en la discusión de la validez de esos conceptos, vemos compradores de buena fe, con precio 
integrado, que cuando van a vender se encuentran con una minoría de profesionales actuantes que entienden 
que el embargo que sobrevino sobre el vendedor -llámese concesionario o importador- afecta al bien. Y si 
bien es una minoría, no es tan pequeña, porque aquellos escribanos que, inclusive, están de acuerdo con la 
posición de que no es pasible del embargo porque no tiene calidad registral antes de que se haga la venta, le 
dicen al comprador: "Mejor comprá otro igual pero que tenga título, con lo cual nos evitamos el problema. 
Esto hace que una cantidad de compradores de buena fe están dando vueltas por ahí rebotando porque, 
evidentemente, el operador concesionario trata, aun sabiendo que no tiene vicios -dadas las dos bibliotecas- 
de no tomarlo. 


Entonces, nos parece que esto va en contra de la operativa comercial, de la certeza jurídica y de derechos 
legítimamente adquiridos por compradores de buena fe, con precio integrado. 


Se hacen algunos retoques. Algunos escribanos, basados en informes de la Asociación de Escribanos -hay 
muchísimos avalando esta posición- descartan la posibilidad del embargo, y ese auto hace el tránsito jurídico 
con un tercero. Pero, realmente, es un problema que tenemos todos los días y, dada la situación del país, 
tiende a multiplicarse, porque las posibilidades de embargo sobre operadores, ya sean concesionarios o 
importadores, han crecido debido a la actual situación. 


Por eso es que habíamos insistido con la Dirección de Registros en su momento, con la Dirección de 
Automotores, con nuestros colegas gremiales en la Asociación de Escribanos, respecto a la necesidad de 
legislar en este aspecto para terminar con las dudas. 


No tengo ninguna duda en cuanto a los conceptos manifestados por el escribano Curbelo. Este es el planteo y 
la situación fáctica respecto a qué está pasando realmente en la cancha. 


SEÑORA OLANO.- Si bien hoy venimos junto a ASCOMA y a la Dirección de Registros apoyando los 
artículos proyectados, que solucionarían el problema del embargo genérico sobre los importadores o 
concesionarios y dejarían claramente establecido cuál es el concepto de automotor y qué es la aptitud 
registral -es decir, cuándo un bien nace como automotor, la identificación de un vehículo-, también 
queremos transmitir a la Comisión la preocupación que nuestro gremio tiene sobre este tema desde 
muy larga data. 


Hay una comisión trabajando en forma ininterrumpida desde 1988, que produjo varios proyectos -uno de 
ellos fue aludido por el señor Magariños- que habíamos logrado consensuar con la Dirección General de 
Registros y con ASCOMA. 


El tema de los automotores es sumamente complejo. Además de estas tres organizaciones, hay muchas más 
partes involucradas. Esto determina que cualquier punto al respecto sea de muy difícil dilucidación porque 
hay muchos a opinar: opina el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, que en su momento creó que un 
registro; opina el Ministerio del Interior, que en su momento creó otro registro; opinan las Intendencias, que 
cada una tiene un registro, con un nivel administrativo, pero en definitiva es un registro. Desde el punto de 
vista registral, pues, vemos que ya tenemos la superposición de cuatro registros. Este tema ha determinado 
que tengamos que negociar con todas las partes. Casi unánimemente se ha aceptado que lo que debe regir es 
el Registro Nacional de Automotores en todo el país, pero aún nos falta convencer al Congreso Nacional de 
Intendentes, que persiste en la idea de preservar sus registros administrativos. 


Hay a disposición un "software", que podría ser aplicado a todas las Intendencias del país, para conectar y 
centralizar la información a través del Registro Nacional, y trabajar en red con las distintas Intendencias para 
que la información llegue desde cualquier punto del país y preservar la calidad del usuario. 


Este es un punto en el tema registral que aún no hemos podido resolver, a pesar de que la ley de registros 
establece que debe ser un Registro Nacional con bocas en todos los departamentos. Lamentablemente, por 
problemas económicos no se ha podido instrumentar totalmente. 


La primera ley de registros prevé un elemento: la matrícula nacional. Esta es la gran aspiración que tenemos 
todos. ¿Cuándo nace un vehículo? ¿Cómo se identifica a ese vehículo? 


Nuestra aspiración -y creo que la de todos los que estamos aquí- es que un vehículo se identifique con un 
número de matrícula que sea nacional y que perdure durante toda la existencia de ese vehículo. A eso se le 
puede agregar el número que esté en la placa del vehículo, el que le asigna cada Intendencia a efectos de su 
circulación y de la recaudación tributaria. Con eso estaríamos definiendo la identificación del vehículo y 
terminando con todas las situaciones patológicas que se dan a través de este tema, es decir, los 
reempadronamientos, los autos gemelos o triples, los autos robados. Todo eso se eliminaría. 


Además, esto estaría vinculado con la instrumentación. Sistemáticamente nosotros hemos fundamentado la 
necesidad de que la transferencia de un automotor sea documentada en un documento, y si es público, mejor. 


La Asociación de Escribanos aspira a la escritura pública, dando las ventajas de este instrumento y 
demostrando que no es más cara que un documento privado. Con eso eliminaríamos la patología que se ha 
dado en esta materia: los documentos privados circulan por cualquier lado, firman personas que después 
certifica cualquiera, teniendo inseguridad jurídica. 


Sin perjuicio de lo que hoy venimos a plantear estrictamente, este tema tiene muchas otras puntas, es todo un 
paquete que debemos considerar. Solo con todo esto podríamos lograr la seguridad jurídica en las 
transferencias de automotores 


A veces, hablando con bronca sobre este asunto, decimos que preferimos no intervenir más en automotores 
porque muchas veces nuestro nombre queda en la picota en virtud de que nos vemos involucrados en 
situaciones realmente problemáticas por mala praxis. 


Dado que los señores Diputados trabajarán sobre este punto, sería bueno que se consideraran todas estas 
temáticas, de larga aspiración, en las que todos estamos consensuando, excepto los Intendentes. Hemos 
solicitado una entrevista para ser recibidos por el Congreso de Intendentes -nos ha recibido muchas veces la 
Mesa del Congreso-, para tener trato directo con los todos los Intendentes para que entiendan definitivamente 
cuál es la vía de solución. 


En tal sentido, se formó una comisión interinstitucional integrada por el Ministerio, la Asociación de 
Escribanos, la Dirección General de Registros y el Congreso de Intendentes, que funciona en la Asociación 
de Escribanos; precisamente, es el Congreso de Intendentes el que no consensa con los demás. 


Nosotros trajimos un informe -que entregaremos a los señores Diputados- de la Comisión de Derecho 
Público -a pedido de esta Comisión- en el que se establece cuál es el alcance de la autonomía municipal y por 
qué una ley de estas características no violentaría lo que las Intendencias disponen, que es estrictamente 
materia tributaria. 


También entregamos los artículos proyectados. 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- Quiero hacer una pequeña aclaración, ante las manifestaciones de 
la escribana. 


Con respecto a la ley de registro, quienes fuimos legisladores en la anterior Legislatura e integramos esta 
Comisión recordamos perfectamente que se elaboró en permanente consulta con la Asociación de Escribanos 
y, especialmente, con el Director de Registros, escribano Crocce. Tanto es así que el día que lo estaba 
analizando el plenario, que fue cuando se le introdujeron las últimas modificaciones -en la Cámara de 
Representantes se discutió ese proyecto, pues en el Senado prácticamente se aprobó a tapas cerradas-, a raíz 
de algunos planteamientos, se llamó específicamente al escribano Crocce. Por lo tanto, la Comisión y la 
Cámara tomaron todos los recaudos de consultar, aun en ese momento, a todos los involucrados en el tema, 
tanto a la Asociación de Escribanos como a los vendedores de automotores y, específicamente, al escribano 


Crocce. Recuerdo perfectamente -yo participé en esas conversaciones- que esa misma noche se lo llamó para 
solicitarle su opinión sobre modificaciones planteadas en el plenario. Hubo una permanente consulta. 


Es cierto que después, en la práctica, algunas de estas disposiciones no han tenido el fruto que se esperaba, y 
buena cosa será modificarlas. Pero no fue porque aquí no se consultara ni estudiara debidamente toda la 
temática. Esta es la primera anotación que quería realizar. 


La segunda es que advierto que el problema que están planteando se refiere exclusivamente a una hipótesis: 
cuando un auto es vendido por segunda vez. 


Cuando el concesionario o importador trae el auto nuevo y se lo vende a un usuario, generalmente los 
escribanos actuantes manifiestan -aquí está presente la escribana Saravia Olmos que podrá verificarlo- que en 
esa circunstancia no es necesario contar con el título. 


Pero luego, cuando ese automóvil se va a vender otra vez, lo estaría afectando el embargo genérico que se 
haya trabado contra quien detentaba la titularidad de la importación del vehículo. Ese es el problema. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.- ¿Me permite? 


De acuerdo con lo que interpreto, creo que eso se da no solo si va a vender el vehículo; el problema ya está 
antes. Yo opino que el embargo no lo afecta, pero hay muchos profesionales que opinan que sí. Entonces, si 
se toma esa teoría, en el caso de ese primer comprador que compró, pagó y empadronó pero no hizo el título - 
porque muchos escribanos sugieren que se haga pero otros muchos dicen que no importa, otras veces la 
persona deja para hacerlo después, cuando tenga el dinero, etcétera-, el embargo está afectando también al 
primer comprador. En la práctica el problema se plantea cuando va a vender el automóvil, pero en los hechos 
jurídicamente tiene el problema antes. Entiendo que es así, si partimos de la base de que el concesionario o el 
importador está embargado y ese embargo afecta a los vehículos que compró y sigue afectándolos a pesar de 
que fueron vendidos, pagados y empadronados. Entonces, aunque no se venda el automóvil, teóricamente, 
desde el punto de vista jurídico estaría embargado. Esta es mi opinión. 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- Es muy exacta la acotación de la Diputada Saravia Olmos en el 
sentido de que desde el punto de vista jurídico lo está afectando, y de ahí la dificultad posterior. Lo que 
sucede es que en la práctica es casi imposible hacerse de esos vehículos en un embargo específico, pero 
jurídicamente eso es muy exacto. 


Me parece muy comprensible lo que se está planteando porque afecta a terceros que nada tienen que ver con 
la problemática del sujeto pasivo de ese embargo; pero esto hay que compadecerlo con los derechos de los 
acreedores embargantes de los deudores que, a su vez, han vendido las unidades. Entonces, me parece que la 
solución tendría que ser hasta el momento en que se sancione la ley, con un período de gracia, porque si no 
será imposible regularizarlos a todos. Creo que se debe regularizar a todos los vehículos como norma 
absolutamente obligatoria, estableciendo específicamente la obligatoriedad de tener el título de propiedad 
desde la primera compra-venta. 


Esta es la única forma de dar garantías a todas las partes. También hay que pensar en los acreedores. 
Reconozcamos que hay miles de personas que en este momento, según una de las tesis -yo creo que 
equivocada, pero tesis al fin, que después empieza a prosperar-, están comprendidos por ese embargo. 
Entonces, saneemos la situación de los terceros que nada tienen que ver, otorgando un plazo para regularizar 
la situación y, a través de otro artículo, establezcamos la obligatoriedad absoluta de hacerlo. Aclaremos eso 
perfectamente para que no se tenga más esa duda que hace que muchos escribanos aconsejen no hacer título 
en la primera compra-venta, haciendo obligatorio realizar el título correspondiente. Después de saneada la 
situación, deben seguir las reglas generales de cualquier tipo de ejecución. 


Esta debería ser la solución porque es la manera de no perjudicar a quienes han sido víctimas involuntarias de 
la situación; se regulariza jurídicamente toda su situación y, a su vez, se garantiza para el futuro toda la 
situación jurídica tanto de acreedores como de deudores y de compradores de los vehículos. 


SEÑOR CURBELO.- Se ha insistido en que muchos escribanos aconsejan no hacer el título. Ocurre 
otra cosa. Yo digo que cuando un hombre se enamora de un automóvil, es peor que cuando se enamora 
de una mujer, y viceversa. 


(Diálogos) 


Digo esto porque normalmente ocurre que a la gente apenas le alcanza el dinero para pagar el automóvil 
y dejan los trámites para atrás. Pero, además, analicemos la circunstancia de una persona que adquiere un 
automóvil en una concesionaria importante. ¿Cómo no va a confiar, si le entregan el vehículo y le dan la 
factura? Posterga la realización de los papeles para después, más allá de que algún escribano aconseje o no 
que lo haga. 


SEÑOR BARRERA.- En la lógica de razonamiento del Diputado Fernández Chaves, creo que hay que 
trabajar intensamente y buscar una solución. Pero me pregunto qué pasa con la persona que tiene un 
crédito con una empresa concesionaria y que, de pronto, necesita esos pocos pesos de crédito para 
subsistir o para lo que sea. Entiendo que lo que no puede pasar en un proyecto de ley es que se rompa 
el concepto de seguridad jurídica: frente a un deudor hay un acreedor; ante un acreedor hay un 
deudor. Entonces, como legislador, visualizo que el problema debe ser resuelto en el conjunto, teniendo 
en cuenta los derechos de los afectados en buena fe y sin quebrar la seguridad jurídica del deudor y del 
acreedor. Por ejemplo, pregunto lo siguiente. Si el escribano tuviera un crédito a favor de una 
concesionaria, ¿qué aconsejaría al establecer esta ley? 


SEÑOR CURBELO.- La casuística a la que me veo enfrentado todos los días en el Registro de 
Automotores es impresionante, pero la situación más corriente es la de la persona que adquiere un 
automóvil cero kilómetro, se lo facturan a su nombre, no hace el título, pero entre la facturación y el 
empadronamiento, y el momento en que decide hacer el título, sobreviene el embargo. Quiere decir que 
cuando sobreviene el embargo para el importador, dentro de su patrimonio ya se desprendió de ese 
vehículo. Lo que ocurre es que como el tercero no ha hecho el título de propiedad, en esa interpretación 
que a mi juicio es errónea, consideran que mientras tanto el vehículo sigue perteneciendo 
jurídicamente a la automotora. No sé si me explico. No se afecta a ningún acreedor. 


(Diálogos) 


SEÑOR BARRERA.- Supongamos que el concesionario le debe honorarios profesionales a usted. 
Entonces, frente a esa situación ¿qué le da más seguridad jurídica? 


SEÑOR CURBELO.- Trabo embargo. Pero ese embargo no puede afectar a un vehículo que ese 
concesionario ya enajenó y facturó. ¿Me explico? Esa es la situación. 


SEÑOR BARRERA.- Por eso digo que la solución que hay que plantear debe tener en cuenta y hacer 
participar a todos los actores de esa relación. Quiere decir que hay que buscar una solución en la que 
estén en juego los derechos del acreedor -por ejemplo, del escribano, como acreedor de honorarios-, del 
concesionario y del tercero, ajeno a la relación jurídica entre el acreedor y el concesionario. Por eso, a 
mi modo de ver, la solución no es tan sencilla. Por lo tanto, creo que hay que seguir estudiando el tema. 


SEÑOR CURBELO.- Voy a insistir, porque me parece que no nos entendemos. 


Cuando el concesionario o el importador ya vendió el automotor y lo facturó, no está dentro de su 
patrimonio. Hay un artículo del Código Civil que establece que todos los bienes del deudor son la garantía 
común de los acreedores. Ese bien ya no está en el patrimonio del deudor; por lo tanto, no está garantizando a 
un acreedor que traba embargo después que ese concesionario enajenó el vehículo. Lo que falta es el aspecto 
formal de la inscripción en el Registro de Automotores. De ahí viene la diferencia de criterios en la doctrina. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.- Lo que pasa es que el trámite no es instantáneo. 


Voy a poner como ejemplo lo que sucedió con la compra de mi último auto. Anteriormente, había comprado 
los autos en Treinta y Tres; me los llevaban hasta allí, porque eso corre por cuenta de quien lo vende. Pero en 
este último caso, como la marca y modelo que yo quería no la tenía ningún representante en Treinta y Tres, 
tuve que comprarlo en Montevideo. 


Entonces, cuando vine y resolví qué auto quería, lógicamente, tuve que pagarlo, porque si no lo pago, no me 
lo llevan. Lo aseguré en el Banco de Seguros antes de llevarlo porque me lo llevaba sin empadronar, ya que 
quería empadronarlo en mi departamento. Recién después de que lo empadroné pude hacer el título. Si en el 
ínterin, mientras lo compro, lo pago y lo aseguro para llevarlo, al concesionario le llega un embargo, ahí 
surge el problema. Eso es lo que plantea el escribano Curbelo. Esto sucede porque el trámite no puede 
hacerse de forma instantánea. Además, en mi caso, tuve que venir a Montevideo a pedirle a una colega que 
me hiciera el título, porque yo misma no puedo hacerlo. 


En mi opinión, en gran parte este problema surge porque las Intendencias no exigen los títulos. Si las 
Intendencias exigieran el título, como ocurría en una época -creo que algunas todavía lo exigen-, esa sería la 
mejor forma de contralor. Es lo mismo que planteaba anteriormente el señor Diputado Fernández Chaves, es 
decir, la obligatoriedad de tener el título. 


Comprendo que la solución no es fácil, pero también entiendo el problema que los escribanos plantean, 
porque conozco varios casos. Creo que realmente tenemos que encontrar una solución, y me parece que lo 
que planteó el señor Diputado Fernández Chaves es una buena solución; entiendo que hay que sanear todo 
esto. De aquí en adelante veremos qué reglas aplicar, pero creo que a través de una ley podríamos solucionar 
la situación de mucha gente que se ha visto perjudicada por esto. 


SEÑOR CURBELO.- Simplemente, voy a redondear este tema. 


Se trataron asuntos relativos al Registro de Automotores en su conjunto. Lo que les digo es que el tema 
automotor me apasiona, que estoy a las órdenes, y que me gustaría hacer un registro de automotores 
totalmente distinto. De manera que estoy a vuestra disposición cuando ustedes lo requieran. 
Lamentablemente, este aspecto concreto es urgente. 


SEÑORA PRESIDENTA.- El gran tema es el que el escribano Curbelo acaba de plantear. Y es uno de 
los más difíciles porque, como decía la escribana Olano, hay intereses cruzados, creo que por mala 
interpretación de los Intendentes. Una cosa es el cobro de la patente y otra, que haya un registro 
nacional que ayude a controlar todos estos aspectos por los que surgen problemas que luego llegan 
aquí, al Parlamento. 


SEÑORA OLANO.- Simplemente, quiero ponerme a su disposición. Como les decía, tenemos informes, 
proyectos y anteproyectos que están a disposición de los señores Diputados. Estamos a las órdenes para 
lo que ustedes necesiten. 


Les pido disculpas porque debo retirarme, ya que debo tomar un avión a la hora 18 y 30. 


(Se retira de Sala la escribana Olano) 


SEÑOR MAGARIÑOS.- Quiero hacer una precisión con respecto a los derechos de los acreedores, que 
fueron mencionados por los señores Diputados Fernández Chaves y Barrera. 


Mañana yo podría ser acreedor; en ese caso, me preocuparía muchísimo el acervo patrimonial para tener 
éxito en mi gestión de cobro. El gran problema en el caso de un vehículo cero kilómetro, que solo tiene como 
identificación un número de motor y, eventualmente, según la marca, chasis, es que además de los bienes que 
integran la universidad del patrimonio del deudor, pueden existir otros valores mucho mayores que un 
automotor y que no son registrables. De acuerdo con la legislación vigente, mi deudor puede enajenar esos 
valores sin ningún problema; no son bienes registrables, aun cuando quizás hasta tenga número de motor o 
número de chasis. 


Creo que lo que vale es que adquiere aptitud registral, según nuestra legislación no perfecta, el día que se 
empadrona el automotor, porque hasta que no hay libreta no se puede hacer el título. 


Entonces, si bien también me preocupan los derechos del acreedor, me parece que hay una cantidad de 
derechos ya generados a través del tiempo que también hay que preservar. 


Personalmente, he visto casos en los que hay una factura y un recibo en el que consta un número de cheque, 
estipulando el pago total del bien, pero por mal consejo, por falta tiempo o de dinero faltó la posibilidad de 


consagrar el título. Ese ciudadano que obró de buena fe es con quien tenemos que estar mano con mano. 


Solo quería redondear los conceptos que se han vertido aquí. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Les agradecemos muchísimo todos los aportes y el material que nos han 
dejado para trabajar. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Asociación de Escribanos del Uruguay) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


